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RESUMEN 

En el año 2009, el Tribunal Constitucional declaró improcedente la demanda de amparo 

interpuesta por AIDESEP contra el Ministerio de Energía de Minas, Perupetro, Barret 

Resource Perú Corporation y Repsol YPF, al indicar que no se había demostrado la 

presencia de pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial en la zona que 

abarcaban los lotes 39 y 67, contratos de licencia de exploración y explotación, 

respectivamente, celebrados con el Estado vía decretos supremos y la no suspensión de 

estas actividades.  

Dicha decisión conlleva a la vulneración del derecho al territorio de los pueblos indígenas 

en la zona, desencadenándose mayores afectaciones a sus derechos, puesto que las 

actividades a realizarse implican el ingreso de terceros a la zona que habitan, exponiendo 

a los PIACI a su consecuente muerte por los conflictos que se desarrollan, así como la 

exposición a enfermedades.  

Frente a ello, el presente informe jurídico aborda la problemática de la vulneración al 

derecho al territorio de los pueblos indígenas en aislamiento y en contacto inicial, ante la 

primacía de la explotación de recursos naturales por sobre derechos humanos en 

cumplimiento de lo dispuesto por el marco jurídico peruano y diversos tratados a los que 

el Perú está adscrito sobre pueblos indígenas. 

Palabras claves: PIACI, derechos, territorio, propuesta de reserva territorial, contratos. 

Abstract 

In 2009, the Constitutional Court declared inadmissible the application for amparo filed 

by AIDESEP against the Ministry of Energy of Minas, Perupetro, Barret Resource Peru 

Corporation and Repsol YPF, indicating that the presence of indigenous peoples in 

voluntary isolation had not been proven. and initial contact in the area covered by lots 39 

and 67, exploration and exploitation license contracts, respectively, entered into with the 

State via supreme decrees and the non-suspension of these activities. 

This decision leads to the violation of the right to territory of the indigenous peoples in 

the area, triggering greater effects on their rights, since the activities to be carried out 

imply the entry of third parties to the area they inhabit, exposing the PIACI to their 

consequent death. by the conflicts that develop, as well as the exposure to diseases. 



Faced with this situation, this legal report addresses the problem of the violation of the 

right to territory of indigenous peoples in isolation and in initial contact, given the 

primacy of the exploitation of natural resources over human rights in compliance with the 

provisions of the Peruvian legal framework and various treaties to which Peru is attached 

on indigenous peoples. 

Keywords: PIACI, rights, territory, territorial reserve proposal, contracts. 
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INTRODUCCIÓN 

La situación de los pueblos indígenas en el Perú es revalorizada al referirnos a la 

diversidad cultural del país, pero se dejan de lado las condiciones de vida que les 

aquejan al vivir en zonas alejadas a la capital. Sin embargo, el panorama se agudiza 

cuando se trata de poblaciones indígenas en contacto inicial y en aislamiento 

voluntario, donde las primeras se refiere a quienes han ido estableciendo relaciones 

con los demás aledaños a su zona; es decir, los demás miembros de la sociedad; 

mientras que, los segundos serán aquellos que no han desarrollado suficientes 

relaciones interpersonales con los demás conciudadanos, o que optaron por alejarse 

de esas relaciones, muchas veces se ubican en zonas remotas de difícil acceso, pero 

que están comprendidas en el territorio peruano.  

El presente informe jurídico versa sobre el Expediente Nº 06316-2008 que arribó al 

Tribunal Constitucional con la demanda interpuesta por AIDESEP contra el 

Ministerio de Energía y Minas, Perupetro, Barret Resource Perú Corporation y 

Repsol YPF, al vulnerarse derechos a la vida, integridad cultural, a la identidad 

étnica, a un ambiente equilibrado, a la propiedad y a la posesión ancestral; y, con un 

mayor énfasis, el derecho al territorio de las poblaciones indígenas en aislamiento 

voluntario y contacto inicial tales como los Waorani (Tagaeri-Taromenane), 

Pananajuri (Arabela) y Aushiris o Abijiras, comprendidos en la Propuesta de Reserva 

Territorial Napo Tigre” ubicada en Loreto. 

En la primera parte, se abordarán los principales problemas jurídicos encontrados a 

partir de la situación descrita para desarrollarlos en la segunda parte respondiendo 

acerca de la superposición de territorios, la que se presenta a partir de la explotación 

de los lotes 39 y 67 y la ubicación de la Propuesta de Reserva Territorial Napo Tigre, 

con la que se buscará la protección de los pueblos indígenas en aislamiento y contacto 

inicial con sus respectivos derechos. Asimismo, se describirá el marco protector 

legislativo de los pueblos indígenas y de los contratos para la exploración y 

explotación de los lotes, los que son materia del presente caso, toda vez que existe 

una gran resistencia tanto de las instancias que preceden como del mismo Tribunal 
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Constitucional acerca de la suspensión de estos, por lo que se presentará la aplicación 

de la propuesta en la última parte del informe, demostrando que dicha situación se 

presentó con anterioridad en el país resultando posible la suspensión de los contratos 

al vulnerarse los derechos de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario y en 

contacto inicial.  
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JUSTIFICACIÓN DE LA ELECCIÓN DE LA RESOLUCIÓN 

El derecho como herramienta necesaria para la protección de nuestros derechos ha 

sido una motivación más para continuar en este camino como alumna, pero siempre 

consideré que existe población mucho más desprotegida y expuesta que aquellos que 

tenemos conocimiento de lo que se nos vulnera y, peor aún, un sector más reducido 

que tiene los medios para exigirlos y llevar a cabo un proceso que los respalde. Es 

así que, los derechos de los pueblos indígenas me resultaron imposibles de 

invisibilizar, tomando en cuenta el proceso de colonización por el que atravesó el 

país, en el que siempre se buscó ‘civilizarlos’ en cuanto idioma, tradiciones, 

costumbres y religión, lo que no solo ignoraba la riqueza cultural que ello implica, 

sino que, se dejaban de lado sus derechos al no considerárseles ciudadanos durante 

una época de la historia peruana, pasando de ser esclavos a ser sujetos tributarios para 

la corona hasta lograr un pluralismo jurídico, en el que se tomaban en cuenta sus 

autoridades y se les brindaba una mínima protección. Sin embargo, las autoridades 

nacionales no siempre se han involucrado con esta garantía de sus derechos, toda vez 

que ante la presencia de grandes recursos naturales que implican grandes inversiones 

extranjeras en el país, se ha optado por priorizar el desarrollo de los segundos, 

desencadenándose conflictos entre población indígena y autoridades que finalizan 

con pérdidas humanas y afectaciones irreparables, tal como lo sucedido en Bagua en 

el año 2009.  

Es por ello que, considero que los pueblos indígenas requieren de una mayor 

inclusión en la sociedad y el respeto de sus derechos como ciudadanos peruanos y no 

buscar el contacto forzado, toda vez que existe población indígena en contacto inicial 

y en aislamiento voluntario, siendo estos últimos muchos más propensos a 

vulneraciones al haber decidido alejarse de más espacios en los que se desarrollan las 

personas, protección que se les brindaría de existir mayores Reservas Territoriales en 

el país y del ejercicio efectivo de la consulta para aquellas poblaciones posiblemente 

afectadas, por lo que, el presente informe jurídico pretende denotar las vulneraciones 

de los derechos indígenas que son desplazados ante la presencia de intereses 

económicos, los que podrían desarrollarse tomando en cuenta los derechos a respetar 

tanto de la población como del territorio en el que se trabajará por parte de las 

empresas y del Estado.  
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MARCO JURÍDICO 

 Convenio Nº 169

Instrumento internacional que incide en la protección de los derechos indígenas,

estableciendo en el artículo 26, inciso 1, el derecho de estos a las tierras, territorios y 

recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado o de otra forma utilizado o 

adquirido; además, el inciso 2, que indica que los pueblos indígenas tienen derecho 

a poseer, utilizar, desarrollar y controlas las tierras, territorios y recursos que poseen 

en razón de la propiedad tradicional; y, el inciso 3 del referido artículo, que incide 

particularmente en el Estado, quien deberá asegurar el reconocimiento y protección 

jurídica de esas tierras, territorios y recursos. Los artículos 19, que indicen 

particularmente en el derecho a la consulta que deberá aplicar el Estado; y, el 32, que 

se refiere a la consulta ante la aprobación de las comunidades para aprobar cualquier 

proyecto que afecte a sus tierras o territorios.  

 Por último, los artículos 29, respecto a que los Estados adoptarán medidas eficaces 

para garantizar que no se almacenen ni eliminen materiales peligrosos en sus tierras 

o territorios.

 Constitución Política del Perú

Los artículos que se aplicarán del presente instrumento, serán los contemplados en el

artículo 2, inciso 1, respecto al derecho a la vida, artículo 19, identidad étnica y

cultural; y, el 62, acerca de la libertad de contratar, que indica que los contratos no

pueden ser modificados por leyes u otras disposiciones de cualquier clase.

 Ley Nº 29785

Ley del derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas u originarios,

reconocidos en el Convenio 169 de la OIT, cuyo artículo 2 establece los supuestos

en los que debe ser consultada la población indígena. Asimismo, el artículo 5 se

refiere a los sujetos del derecho a la consulta siendo los pueblos indígenas u

originarios cuyos derechos colectivos pueden verse afectados de forma directa por

una medida legislativa o administrativa. Además del artículo 8 para referirse a las
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etapas del proceso de consulta; y, el artículo 14, para mencionar el proceso de diálogo 

intercultural. 

 Ley Nº 28736

Ley para la protección de pueblos indígenas u originarios en situación de aislamiento

y en situación de contacto inicial, la que define en su artículo 2 la población en

referencia. El artículo 3, inciso b, será necesario para referirse al proceso por el cual

deben atravesar las reservas indígenas para ser consideradas como tales. Asimismo,

el artículo 4 expresa los derechos de los miembros de los pueblos en situación de

aislamiento voluntario o contacto inicial, para relacionarlo con el artículo 5, que se

refiere al carácter intangible de las reservas indígenas, incluyendo la prohibición de

cualquier actividad distinta a la de sus usos y costumbres ancestrales de la población.

Es menester referirse a la aprobación del Dictamen que modifica la mencionada Ley,

con lo que se garantiza la protección de las Reservas, al no permitir “excepciones”

de ingreso a estas para el aprovechamiento de recursos naturales, en aras de la

intangibilidad territorial y principio de no contacto que tienen. Además, se establece

la creación de las zonas de amortiguamiento para las reservas indígenas, lo que

resulta relevante para los pueblos indígenas, ya que constantemente se encuentran en

tránsito.

 Ley Nº 26221

Ley orgánica que norma las actividades de Hidrocarburos en el territorio nacional,

cuyo artículo 12 hace referencia al marco legal bajo el cual se regirán los contratos

suscritos, estando los de licencia y de servicio bajo el derecho privado, siéndoles de

aplicación los alcances del artículo 1357 del Código Civil.

 Ley Nº 28611

Ley General del Ambiente, cuyo artículo 72.2 establece que en caso de proyectos o

actividades a ser desarrollados dentro de las tierras de poblaciones indígenas,

comunidades campesinas y nativas, los procedimientos de consulta se orientan a

establecer acuerdos con los representantes para resguardar sus derechos y costumbres

tradicionales.
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 Código Civil

Se examinará la aplicación del artículo 1357, que se refiere a que se establecerán

garantías y seguridades otorgados por el Estado mediante contrato; es decir, al tener

la figura de un contrato ley, se deberá desarrollar el marco de los convenios de

estabilidad jurídica y su extensión al presente caso.

 Informe Defensorial Nº 101

Documento que versa sobre las actividades que vulneran la integridad de las

poblaciones indígenas en la zona, indicando que, dentro de las hidrocarburíferas de

petróleo y gas natural, se encuentran las concesiones que se superponen a las áreas

de desplazamiento de los pueblos indígenas en situación de aislamiento voluntario,

encontrándose comprendidos los Lotes 39 y 67. Asimismo, se manifiesta sobre la

situación jurídica de las reservas territoriales y los derechos vulnerados a las

poblaciones indígenas que se encuentran en la zona.
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¿Existe la vulneración del derecho al territorio de la población indígena en 

aislamiento voluntario de la propuesta de Reserva en relación a los contratos que 

concesionan los Lotes 39 y 67? 

I. IDENTIFICACIÓN DE LOS HECHOS QUE SE DESPRENDEN DEL

CASO

1. Contexto

El Ministerio de Energía y Minas, Perupetro S.A., Barret Resource Perú Corporation 

y Repsol YPF, suscriben los contratos de licencia de exploración y explotación de los 

lotes 39 y 67 celebrados mediante Decretos Supremos Nº 038-1995 de fecha 10 de 

diciembre de 1995 y el Nº 028-1999 de fecha 7 de julio de 1999 respectivamente.  

El área otorgada al Lote 39 es de 420870.90 hectáreas y se halla entre las provincias 

de Loreto y Maynas, Región de Loreto; mientras que el área del Lote 67 es de 

101931.686 hectáreas y se ubica en la provincia de Maynas, a diez kilómetros de la 

frontera con Ecuador, ambos ubicados dentro del territorio de los pueblos indígenas 

en aislamiento voluntario del grupo étnico Waorani (Tagaeri – Taromenane), 

Pananajuri (Arabela) y aushiris (Abijiras)1.  

La Asociación Interétnica de Desarrollo de la Selva Peruana, AIDESEP, es la 

organización que traslada la voz de los pueblos indígenas de la Amazonía del Perú 

velando por el respeto y defensa de los derechos colectivos por medio de acciones 

para exponer sus problemáticas y presentar propuestas alternativas de desarrollo que 

sean afines a su cosmovisión y estilo de vida2; y, se ha caracterizado por promover la 

1 Poblaciones indígenas agrupadas de acuerdo a la Familia Lingüística a la que 
pertenecen. Asimismo, la extensión territorial de los Lotes 39 y 67 están comprendidas 
dentro de la Propuesta de Reserva Territorial Napo tigre, de acuerdo a lo esbozado, a 
su vez, en el Expediente 2007-00919-0-1903-JR-CI-2 
2 AIDESEP fue creado en 1980 por los líderes del Consejo Aguaruna Huambisa 
(CAH), Central de Comunidades Nativas de la Selva Peruana (COCONASEP) 
contando con una plataforma reivindicativa que se basaba en la recuperación y defensa 
territorial, identidad cultural, mejorar los servicios de salud, así como tratar de 
acercarse como institución al Estado logrando acciones con alto impacto, como la 
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protección de distintas comunidades indígenas, es así que solicitó la creación de la 

Reserva Territorial Napo Tigre ubicada en el departamento de Loreto, cuyo trámite 

inició el día 18 de febrero del año 2003 ante la Administración Técnica Forestal y de 

Fauna Silvestre de Loreto, toda vez que en el territorio comprendido se encuentra 

población indígena en situación de aislamiento voluntario conforme los testimonios 

recogidos de miembros de comunidades nativas aledañas, además de colonos y 

madereros que recorren la zona.  

Identificaron en la presente demanda que los contratos de exploración y explotación 

otorgados en los Lotes 67 y 39 representan un peligro para las comunidades nativas 

comprendidas dentro del territorio, ya que este forma parte de la migración constante 

que realizan los pueblos indígenas en aislamiento voluntario, colocando en riesgo su 

supervivencia.  

2. Procedimiento judicial

La demanda es de fecha 10 de julio de 2007, en donde AIDESEP, como entidad, 

interpone demanda de amparo contra el Ministerio de Energía y Minas, Perupetro 

S.A., Barrett Resource Perú Corporation y Repsol YPF, toda vez que los contratos 

de licencia de exploración y explotación de los Lotes 39 y 67 celebrados con las 

empresas mediante el Decreto Supremo Nº 028-1999, de fecha 7 de julio de 1999 y 

el Decreto Supremo Nº 038-1995 de fecha 10 de diciembre de 1995, los que están 

vulnerando los derechos a la vida, salud, bienestar, integridad cultural, identidad 

étnica, ambiente equilibrado, propiedad y posesión ancestral; y, el territorio de los 

pueblos indígenas en situación de aislamiento voluntario waorani, pananajuri y 

aushiris o abijiras, los que están comprendidos en el ámbito geográfico de la 

“Propuesta de Reserva Territorial Napo Tigre”, por ello, se solicita al Ministerio de 

energía y minas que prohíbe o suspenda las operaciones de exploración y extracción 

de hidrocarburos en los referidos territorios. Asimismo, que se ordene a 

PERUPETRO S.A., que efectúe la modificación de los contratos de licencia y se 

ordene a las empresas BARRET RESOURCE PERÚ CORPORATION Y REPSOL 

implementación del Programa de formación de Maestros Bilingües de la Amazonía 
Peruana en 1988 a través de un Convenio junto con el Minedu.  
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YPF, que se abstengan de operar en dicho territorio y de establecer contacto con las 

poblaciones en aislamiento voluntario. 

En ese sentido, las partes correspondientes presentaron las contestaciones a la 

demanda, presentando así, con fecha 3 de agosto del año 2007, la Procuraduría 

Pública a cargo de los Asuntos Judiciales del Ministerio de Energía y Minas, 

refiriéndose, en primer lugar, a la economía social de mercado consignada en la 

Constitución Política del Perú, en base a la libertad contractual y la propiedad, las 

que no pueden verse afectadas con el pedido del demandante. Asimismo, que la 

promoción del desarrollo de actividades de hidrocarburos con inversión privada y 

libre competencia también se encuentra contemplado en la Ley Orgánica de 

Hidrocarburos Nº 26221. Respecto a la afectación a los derechos aducidos, indican 

que no se presentó la documentación o prueba fehaciente que sustente que las 

actividades de hidrocarburos afectan los mismo.  

En la referida fecha, PERUPETRO S.A. a su vez, presentó la contestación de la 

demanda indicando que la Propuesta de Reserva Territorial Napo Tigre es solo una 

solicitud y que no tendría comparación con la suscripción de los contratos de licencia 

de exploración y explotación de los Lotes 67 y 39. Sostiene que no se ha corroborado 

que el desarrollo de dichas actividades traiga consecuencias ambientales, pues 

estaban obligados a presentar el Estudio de Impacto Ambiental. De igual modo, 

indican que las paralizaciones de las operaciones en los lotes generarían una mala 

señal a la inversión privada, además de un perjuicio económico de aproximadamente 

2900 millones y 2500 millones de dólares por ambos lotes al dejar de percibir el 

canon petrolero.  

En la misma línea, la empresa Barret Resources Perú presentó su contestación de 

demanda en la fecha indicada, argumentando que los recursos naturales son 

patrimonio de la Nación, y que es obligación del Estado garantizar la protección de 

los pueblos indígenas en aislamiento voluntario que hayan sido reconocidos de 

acuerdo a la ley, que los contratos de licencia suscritos tienen la condición de ser 

contratos ley, por lo que se rigen en el marco privado ante la intangibilidad 

contractual establecida en el artículo 62 de la Constitución. Asimismo, plantean que 
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AIDESEP no ha adjuntado los medios probatorios que indiquen la presencia de 

pueblos indígenas en aislamiento voluntario; y que, la Ley Nº 28736 no plantea que 

la actividad de explotación de recursos naturales sea excluyente con la preservación 

de los derechos de las comunidades 

Con fecha 18 de setiembre del año 2007, Repsol Exploración Perú, sucursal del Perú, 

contestó la demanda sosteniendo que no existe prueba real de la presencia de 

comunidades no contactadas y que no ocurre afectación de derechos constitucionales, 

pues no existe un reconocimiento oficial de los pueblos indígenas, además de que la 

propuesta aún se encuentra en etapa de estudio. Finalmente, sostiene que existen 11 

comunidades que interactúan con la empresa y se benefician de la actividad 

exploratoria del Lote 39.  

Con fecha 19 de noviembre de 2007, la empresa Burlington Resources Perú Limited, 

en calidad de Litis consorte necesario presenta su contestación de la demanda, toda 

vez que Barret Resources transfirió su posición contractual a Repsol y esta, a su vez, 

transfirió el 45% de los derechos del Lote 39 a Burlington, quien sostiene que el 

contrato de licencia tiene condición de contrato ley, por lo que debe respetarse.  

a. Resolución de Primera Instancia: Primer Juzgado Civil de Maynas

Se declaró infundada la demanda pues no se aportaron los medios probatorios que 

indiquen la presencia del grupo o grupos humanos en aislamiento voluntario o 

contacto inicial; y que, los documentos presentados por AIDESEP fueron solo 

documentos corrientes, no obstante, los Informes Defensoriales Nº 101, 103 y 109 se 

expresa la existencia de los referidos grupos en los Lotes 39 y 67, no se desprende de 

estos que haya una amenaza cierta e inminente de vulneración de derechos 

fundamentales de los indígenas dentro de los referidos Lotes.  

b. Resolución de Segunda Instancia: Sala Civil de Loreto
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Declara infundada la demanda por considerar que los medios probatorios y del debate 

cursado por las partes, no se ha acreditado la existencia de pueblos en situación de 

aislamiento voluntario, pues las empresas establecieron en el Estudio de Impacto 

Ambiental referencias sobre las medidas a aplicar en caso se presente esa situación. 

Respecto al derecho de consulta contemplado en el Convenio 169 de la OIT, si bien 

no puede aplicarse en los casos de pueblos indígenas en aislamiento voluntario, el 

Estado debe garantizar que las empresas beneficiadas desarrollen sus actividades. 

Finalmente, sostiene que su decisión es afín a lo esbozado en el Informe Defensorial 

Nº 101, pues no sugiere que se suspendan las actividades extractivas, sino que se 

deben establecer procedimientos rigurosos para impedir que las actividades 

extractivas dañen a los pueblos. 

c. Resolución del Tribunal Constitucional: Improcedente

Análisis del caso concreto elaborado por el Tribunal Constitucional 

Se parte del análisis acerca de lo aducido por AIDESEP, quien manifiesta que el 

proceso de negociación y la elaboración de los Estudios de Impacto Ambiental se 

desarrollaron sin participación de las comunidades nativas de la zona o sus 

representantes (la consulta previa), pues pese a que el Convenio 169 de la OIT ya se 

encontraba vigente al suscribirse los contratos, ya que este fue ratificado por el Perú 

el día 2 de febrero de 1994. Al respecto, Repsol manifestó la presencia “real y 

conocida” de 11 comunidades con las que la empresa ha mantenido contacto y las 

mismas se benefician de la explotación del Lote 39; sin embargo, no hay información 

que acredite de la participación de las comunidades en el mecanismo de consulta 

exigido por el Convenio 169.  

Asimismo, el análisis del Tribunal Constitucional hace referencia a que la empresa 

Barrett Resources – Perú, ha brindado mayor detalle sobre la realización de talleres 

y mecanismos de participación de algunas de las comunidades en el proceso de 

exploración en sus distintas etapas. Así pues, indica que el Estado habría afectado el 
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derecho de participación de las comunidades respecto de los Lotes 39 y 67, lo que 

resultaría incompatible con la Constitución; no obstante, las empresas realizaron 

actos de buena fe.  

Concluyen determinando que se debe aplicar el derecho de consulta bajo la 

supervisión de las entidades competentes, además de un plan de compromisos 

compartidos entre las empresas involucradas, las que no deberán paralizar sus 

acciones, debiendo quedar restablecidos los derechos de las comunidades y sus 

dirigentes. Por último, resulta impostergable que el Ministerio de Energía y Minas 

convoque a las empresas involucradas con el fin de implementar, en el marco de la 

legislación competente, que implementen los mecanismos adecuados y eficaces de 

consultas, lo que comprende la información y espacio [de diálogo] para que las 

comunidades expresen sus preocupaciones, motivos por los que se declara 

improcedente la demanda de amparo, ya que no se ha acreditado la existencia de la 

comunidad en aislamiento voluntario o no contactada, sin perjuicio de reconocer el 

derecho inalienable de los pueblos indígenas y tribales a ser consultados conforme el 

Convenio 169 de la OIT.  

d. Voto singular: Magistrado Landa Arroyo

El magistrado Landa parte del análisis de la fecha de la propuesta de creación de la 

Reserva Territorial Napo Tigre, la que comprende los lotes 39 y 67 ante la 

Administración Técnica Forestal y de Fauna silvestre de Loreto más el Plan 

Operativo para realizar la delimitación territorial de los pueblos indígenas en 

situación de aislamiento voluntario de las cuencas altas de los ríos Yavarí, Tapiche, 

Napo, Curaray, Aranela y Tigre; además, menciona que en el año 2005 se reiteró el 

Estudio Técnico para la delimitación territorial a favor de los pueblos indígenas en 

aislamiento voluntario ante la Dirección Regional de Agricultura de Loreto. 

Asimismo, menciona que el demandante indicó que las comunidades nativas en 

aislamiento dependen del territorio que habitan sobreviviendo por las actividades que 

realizan en este, como agricultura o pesca, por lo que consideran a las actividades 

extractivas o exploración como una intromisión no deseada en sus territorios, lo que 

significa una exposición al peligro de sus vidas, pues son personas vulnerables a 
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enfermedades, motivos por los cuales se solicitó al Ministerio de Energía y Minas 

que se prohíba u ordene la suspensión de las operaciones de exploración y/o 

extracción de hidrocarburos en los lotes 39 y 67.  

Frente a ello, el magistrado considera que se debe abordar el tema desde dos ámbitos, 

el primero sobre los derechos a la vida, salud, integridad, territorio e identidad de los 

pueblos waorani, pananajuri y aushiris, que se encuentran en situación de aislamiento 

voluntario y protegidos por Ley Nº 28736; y, el segundo ámbito versa sobre la 

protección del medio ambiente, recursos naturales e intangibilidad del territorio que 

se ha previsto para las futuras reservas de dichas comunidades, el cual fue 

concesionados por el Estado violando el derecho a la consulta previa reconocido por 

el Perú al suscribir el Convenio 169 de la OIT. Así, indica que AIDESEP está 

legitimado para interponer la acción de acuerdo a lo indicado en el artículo IV de la 

Ley 28611, Ley General del Ambiente, pues es una entidad que representa a un 

conjunto de comunidades indígenas de la selva amazónica que está constituida 

conforme las leyes vigentes.  

Respecto a la existencia de vulneración a los derechos de los pueblos en aislamiento, 

no puede emitir pronunciamiento al considerar que el proceso de amparo no es la vía 

adecuada pues carece de estación probatoria para evaluar los documentos 

presentados tanto por AIDESEP como por las partes demandadas; sin embargo, acota 

que parte de las regalías que las empresas entregan al Estado por concepto de 

explotación de los recursos que se extraen de la selva amazónica deben ser destinados 

a la investigación científica sobre las comunidades y sus formas de vida, 

promoviendo su estudio y difusión en los distintos niveles de formación de educación 

pública y privada a nivel nacional.  

En cuanto al derecho a un medio ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo 

de la vida sostiene que no importa quien presente una demanda ante la afectación de 

dicho derecho, pues si titularidad no es individual, sino concierte a todos. El Estado 

tiene como obligación la protección de los recursos, especialmente de los no 

renovables, utilizando mecanismos legales y administrativos efectivos mediante 

acciones de supervisión y control permanente y en forma concertada con las 

comunidades por parte de sus autoridades, en relación con las actividades extractivas 
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o de explotación realizadas por las empresas en cuestión, para poder hablar de un uso
“sostenible” de los recursos naturales que no vulneren la vida, salud y cultura de las 

comunidades nativas y que, a su vez, permita el aprovechamiento racional de las 

riquezas de la selva peruana.  

Los contratos celebrados con las empresas para operar en los lotes 39 y 67 vendrían 

siendo desarrollados de forma incompatible con la Constitución respecto al ejercicio 

del derecho de consulta, el cual no implementaron con el proceso establecido; no 

obstante, dichas empresas han actuado de buena fe basadas en la seguridad y 

confianza que podían transmitir las autoridades estatales por medio de los órganos 

competentes para ello, quienes se manifestaban para la aprobación del proyecto y 

participación en las licitaciones públicas para la entrega de la concesión.  

En cuanto al derecho de consulta, sostiene que este debe ser puesto en práctica de 

forma gradual por parte de las empresas involucradas bajo la supervisión de las 

autoridades competentes, con lo que el Tribunal dispone que se ponga en marcha un 

plan de compromisos compartidos entre las empresas privadas en cuestión, a las que 

no se les paralizarán sus acciones y que se aperture el diálogo con las comunidades 

y sus dirigentes pues sus derechos deben ser restablecidos en el más corto plazo 

posible. 

II. IDENTIFICACIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS DEL CASO

2.1 Problema jurídico principal 

¿Existe la vulneración del derecho al territorio de la población indígena en 

aislamiento voluntario de la Reserva en relación a los contratos que concesionan los 

Lotes 39 y 67? 

2.2 Problemas jurídicos secundarios 

En relación a la pregunta señalada, se plantean las siguientes preguntas secundarias: 
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2.2.1 ¿Se presenta una posible superposición de territorios de la propuesta 

de Reserva Territorial Napo tigre habitados por los pueblos indígenas 

en aislamiento voluntario ubicados en los Lotes 39 y 67?  

2.2.2 ¿Cuáles son los derechos de los pueblos indígenas en aislamiento 

voluntario y contacto inicial que se vulneran con la superposición de 

territorios en los Lotes 39 y 67 de acuerdo a la Ley Nº 28736?  

2.2.3 ¿Cuáles son las consideraciones legales en el marco del derecho 

constitucional e internacional a tener en cuenta para la determinación 

de la suspensión o no de los contratos suscritos entre el Ministerio de 

Energía y las empresas en relación a los lotes 39 y 67 ubicados en el 

territorio de la propuesta de Reserva Territorial Napo Tigre?  

III. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS

3.1 El territorio que abarcan los lotes 39 y 67 y su superposición al área de la 

Propuesta de Reserva Territorial 

Los contratos de licencia y exploración a favor de los lotes 39 y 67 los suscribieron el 

Ministerio de Energía y Minas, Perupetro S.A., Barret Resource Perú Corporation y 

Repsol YPF, los que son entendidos, según la Ley Nº 26221, Ley de Hidrocarburos, 

como contrato de licencia, aquel celebrado por Perupetro S.A. con el contratista y por 

el cual este obtiene la autorización de explorar y explotar o explotar hidrocarburos en 

el área del contrato; por lo que Perupetro transfiere el derecho de propiedad de los 

hidrocarburos extraídos al contratista, quien deberá pagar una regalía al Estado por 

ello. Asimismo, el Reglamento de la mencionada ley, indica que las actividades de 

exploración y explotación de hidrocarburos comprenden, las actividades propias de 

búsqueda y descubrimiento de hidrocarburos, incluyendo los trabajos de geología de 

campo, perforación de Pozos exploratorios y de desarrollo, así como las Actividades 

de Producción de Hidrocarburos, las que están contenidas en el Reglamento de las 

Actividades de Exploración y Explotación de Hidrocarburos mediante Decreto 

Supremo Nº 032-2004-EM, entendiéndose por  Pozos exploratorios la perforación 

que tiene como fin descubrir reservas de hidrocarburos o para determinar la 
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estratigrafía de un área en exploración. Los pozos de desarrollo, son aquellos que se 

perforan para producir hidrocarburos en la etapa de Explotación. 

En ese sentido, las etapas de exploración y desarrollo con las que tienen un mayor 

impacto, pues estas consisten en la realización de estudios geológicos y geofísicos 

para llegar a la perforación para los pozos secos y lograr la extracción del mineral, 

ante lo que se requiere el Estudio de Impacto Ambiental (EIA) para determinar la 

posible afectación a la población aledaña, dicho instrumento de gestión ambiental es 

de carácter obligatorio para la viabilidad ambiental en la realización del proyecto de 

inversión. Asimismo, el EIA elaborado por la consultora GEMA para la exploración 

sísmica de los lotes 39 y 67 indicó la existencia de grupos indígenas no contactados, 

contándose con informes de moradores y profesionales que manifiestan la presencia 

de grupos indígenas no contactados en las cuencas de los ríos Curaray, Tigre y demás 

aledaños a la frontera con Ecuador.  

Dicho ello, es preciso referirse al territorio que comprenden los lotes 39 y 67, 

correspondiendo al primer lote, la ubicación entre las provincias de Loreto y Maynas 

del departamento de Loreto con una extensión de 420 870.971 hectáreas; y, el segundo 

lote cuenta con un área ubicada entre la Selva Norte del Perú, cuya extensión es de 

101 931686 hectáreas.  



 17 

Fuente: Alberto Ríos Villacorta (Ríos, 2018) 

En esa misma línea, los lotes están dentro del territorio de la “Propuesta de Reserva 

Territorial Napo Tigre” en donde se encuentran las poblaciones de Waorani (Tagaeri-

Taromenane), Pananajuri (Arabela) y Aushiris (Abijiras), propuesta que fue 

presentada el día 18 de febrero del año 2003 ante la Administración Técnica Forestal 

y de Fauna Silvestre de Loreto.  
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Fuente: Eduardo Pichilingüe (Pichilingüe, 2019) 

Para mayor ilustración, se presenta el mapa del Perú en el que se aprecia el área que 

comprende la Reserva Territorial Napo tigre.  
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Esta superposición conlleva a la afectación de derechos de los pueblos indígenas en 

aislamiento voluntario -en adelante PIACI-, considerados por el Reglamento de la Ley 

Nº 28736, Ley para la protección de pueblos indígenas u originarios en situación de 

aislamiento y en situación de contacto inicial, como aquel pueblo indígena, o parte de 

él, que no desarrolla relaciones sociales sostenidas con los demás integrantes de la 

sociedad nacional o que, habiéndolo hecho, ha optado por descontinuarlas, de forma 

que se incrementa su vulnerabilidad al no mantener contacto con otras poblaciones o 

personas, no solo por los ataques contra su integridad y su cultura, sino que además, 

no desarrollan inmunidad ante enfermedades comunes como gripe o enfermedades 

gastrointestinales, lo que podría conllevar a la extinción de los referidos PIACI, 

conforme lo esbozado en el Informe Defensorial Nº 101.  

3.2  Situación de los PIACI 



 20 

La Ley Nº 28736 define en su artículo 2 la condición de aislamiento como la 

“situación de un pueblo indígena, o parte de él, que ocurre cuando este no ha 

desarrollado relaciones sociales sostenidas con los demás miembros de la sociedad 

nacional, o que, habiéndolo hecho, ha optado por descontinuarlas”, mientras que, la 

situación de ‘contacto inicial’, se refiere a “la situación de un pueblo indígena, o parte 

de él, que ocurre cuando este ha comenzado un proceso de interrelación con los demás 

integrantes de la sociedad nacional”. Al respecto, el autor Klaus Rummenhoeller, 

indica que estas descripciones son muy ambiguas, toda vez que no se define con 

claridad a qué se refiere con, por ejemplo, ‘los demás miembros de la sociedad 

nacional’ o ‘sociedad nacional’, por lo que, se colige que los legisladores han tomado 

a los PIACI como parte de la sociedad nacional, (RUMMENHOELLER, 2007) se 

debe tener presente la alta vulnerabilidad en los aspectos inmunológicos, 

demográficos y territoriales, además del respeto a su autodeterminación.  

3.2.1 Los pueblos indígenas en aislamiento voluntario y su marco legal nacional 

e internacional 

Marco legal nacional 

Los pueblos indígenas en aislamiento voluntario de acuerdo al Reglamento de la Ley 

Nº 28736, ley para la protección de pueblos indígenas u originarios en situación de 

aislamiento y en situación de contacto inicial, son aquellos pueblos indígenas, o parte 

de él, que no desarrolla relaciones sociales sostenidas con los demás integrantes de la 

sociedad nacional o que, habiéndolo hecho, ha optado por descontinuarlas; mientras 

que, un pueblo indígena en situación de contacto inicial es descrito como un pueblo 

indígena, o parte de él, que en base a su decisión se encuentra dentro de un proceso 

de interrelación con los demás integrantes de la sociedad nacional.  

Así, un grupo contemplado como pueblo indígena en aislamiento voluntario 

comprendido en el territorio de la Propuesta de Reserva Territorial Napo Tigre es el 

de los “Arabela” o “Pananajuri”, de acuerdo a Beatriz Huerta, pertenecen a la familia 

lingüística Záparo y se ubicarían entre los ríos y quebradas Alemán, Arabela, 
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Cashaná, Baratillo, Pucacuro y Tangarana, de los que, en la época del auge del caucho, 

pequeños grupos de las poblaciones Arabijiras y subgrupos Záparo de los ríos Curaray 

y el Alto Napo decidieron refugiarse en zonas más alejadas, siendo estos los pueblos 

indígenas en aislamiento voluntario; y el grupo que optó por el contacto constante con 

los hacendados, se acoplaron al conjunto Kichwa, los que representan a las 

poblaciones indígenas en contacto inicial.  

La situación de vulnerabilidad en la que se encuentran los PIACI versa acerca de sus 

derechos, como el de la vida, salud, territorio, con la incertidumbre de si podrán 

sobrevivir en condiciones en las que el Estado no les garantiza su protección, sino 

que, por el contrario, permite el contacto forzoso entre terceros y estos grupos, a los 

que muchas veces, los madereros o mineros ilegales acaban con sus vidas para evitar 

enfrentamientos y aprovechar los recursos del territorio sin impedimento alguno. En 

el marco de esta protección que se buscaba otorgarles, en el año 2006 se publicó la 

referida ley, otorgándoles a las reservas indígenas el carácter de intangibilidad, así 

como los derechos de estos miembros, asumiendo la obligación del respeto de su 

decisión por la forma y proceso de relación con el resto de la sociedad y el Estado, la 

protección de su cultura y modos tradicionales de vida, reconociendo la particular 

relación espiritual de estos pueblos con su hábitat, como elemento constitutivo de su 

identidad, reconocer su derecho a poseer las tierras que ocupan, restringiendo el 

ingreso de foráneos a las mismas; la propiedad de las poblaciones sobre las tierras que 

poseen se garantiza cuando adopten el sedentarismo como modo de vida, entre otros. 

Respecto a las reservas, la ley las denomina como reservas indígenas, en las que se 

prohíbe la realización de cualquier actividad que sea distinta a la de los usos y 

costumbres ancestrales de los pueblos indígenas; y, lo que es resaltante, que no se 

otorgarán derechos que impliquen el aprovechamiento de recursos naturales y líneas 

después, se menciona que en caso de ubicarse un recurso natural susceptible de 

aprovechamiento cuya explotación resulte de necesidad pública para el Estado, se 

procederá de acuerdo a ley. Asimismo, el Reglamento de dicha ley, cuyo artículo 35, 

incide sobre el aprovechamiento de recursos por necesidad pública, cuando la 

exploración y explotación sea de necesidad pública según el Estado. Sin embargo, 

resulta contradictorio que la ley mencione en el artículo 6 que no se permitirá el 

ingreso de agentes externos a las Reservas Indígenas salvo sea con fines de preservar 
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la salud de los PIACI o en contacto inicial, no contemplando el supuesto de que sea 

para el aprovechamiento de recursos naturales.  

Ahora bien, el presente caso es acerca de la Propuesta de Reserva Territorial Napo 

Tigre, la cual lleva 18 años de espera para ser revisada y aprobada por el legislativo, 

no obstante, cuando se cuente con esta, es menester señalar las modificaciones que se 

han realizado recientemente para denotar la protección que se les brindaría a los 

derechos de las poblaciones indígenas en aislamiento voluntario. En el año 2020, 

debido al contexto mundial de la Covid-19, el legislativo evaluó la posibilidad de 

modificar la Ley Nº 28736, respecto a la intangibilidad de las Reservas Indígenas, 

toda vez que los casos de muertes  de esta población ante contagios producto del 

contacto forzado incrementaban, es así que se aprobó el dictamen del Proyecto de Ley 

4044, mediante el cual se pretende mejorar su protección, garantizando la 

intangibilidad territorial y el principio de no contacto, con lo que, no habría alguna 

excepción de ingreso, ni en casos de aprovechamiento de recursos naturales. 

Asimismo, se incluyen las zonas de amortiguamiento para estas reservas, que es un 

espacio territorial colindante a las mismas, toda vez que los PIACI se caracterizan por 

estar en constante desplazamiento, y en el caso de la referida Propuesta de Reserva 

Territorial, abarca territorios del país de Ecuador.  

Por otro lado, este dictamen incluye el fortalecimiento del Ministerio de Cultura como 

ente rector en los pueblos indígenas, para que emita una opinión técnica antes de 

otorgar concesiones u otros títulos habilitantes que se superpongan a las zonas de 

amortiguamiento, las áreas en trámites para ser reservas indígenas y las áreas naturales 

protegidas por las que transitan los pueblos indígenas en aislamiento voluntario y en 

contacto inicial, además de otras áreas. Dicha situación es favorable respecto la 

condición de Propuesta de Reserva Territorial, pues se añadirían más filtros previos a 

las concesiones y no ampararse solo en que sean actividades de necesidad pública, ya 

que ellas se desarrollan a costa de derechos humanos de la referida población.  

En el año 2011, se publicó la Ley del derecho a la consulta previa a los pueblos 

indígenas u originarios, reconocido en el Convenio 169 de la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT), Ley Nº 29785, cuyo artículo 2 menciona que el 

derecho a la consulta corresponde a los pueblos indígenas u originarios a ser 
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consultados de forma previa sobre las medidas legislativas o administrativas que 

afecten directamente sus derechos colectivos, refiriéndose a los de su existencia física, 

identidad cultural, calidad de vida o desarrollo, ello con el fin de que, a través de un 

diálogo intercultural, se garantice su inclusión en los procesos de toma de decisión 

del Estado y adoptar medidas que respeten sus derechos. Dicha consulta no se llevó a 

cabo en el proceso de otorgamiento de concesiones de exploración y explotación para 

los Lotes 39 y 67, con lo que la discusión enfocada en este punto, el Tribunal ordenó 

que esta se aplique progresivamente ante la supervisión de las entidades competentes, 

no obstante, al haberse producido la vulneración a sus derechos por medio de esta 

superposición de territorios de la propuesta de reserva y los lotes, se deben identificar 

las etapas del proceso de consulta a aplicarse, las que están establecidas en el artículo 

8 de la Ley de consulta:  

a) Identificación de la medida legislativa o administrativa que debe ser objeto de

consulta.

b) Identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados.

c) Publicidad de la medida legislativa o administrativa.

d) Información sobre la medida legislativa o administrativa.

e) Evaluación interna en las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u

originarios sobre la medida legislativa o administrativa que les afecten directamente.

f) Proceso de diálogo entre representantes del Estado y representantes de los pueblos

indígenas u originarios.

g) Decisión.

El proceso de aplicación de esta medida debió atravesar las etapas correspondientes; 

sin embargo, al otorgar las concesiones para la exploración y explotación de los lotes 

39 y 67 se habría omitido ello, situación que resulta genuinamente perjudicial para la 

población de la Propuesta de Reserva Territorial Napo Tigre, puesto que se ignora su 

existencia en dicho territorio, por lo que las autoridades competentes tampoco 

participaron en este proceso de diálogo. El mandato del Tribunal indica que esta 

consulta sea aplicada de forma paulatina, con lo que se estaría prolongando las 

afectaciones a los derechos de los PIACI por tiempo indeterminado.  
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Asimismo, la Ley Nº 28611, Ley General del Ambiente, se refiere al aprovechamiento 

de recursos naturales y pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas, 

contenido en el artículo 72, numeral 72.1, indica que los estudios y proyectos de 

exploración, explotación y aprovechamiento de recursos naturales que se autoricen en 

tierras de los pueblos indígenas (…) adoptan las medidas necesarias para evitar el 

detrimento a su integridad cultural, social, económica ni a sus valores tradicionales; 

y, el numeral 72.2 indica que en caso se presenten proyectos o actividades que serán 

desarrollados dentro de sus territorios, los procedimientos de consulta deben ser 

orientados preferentemente a establecer acuerdos con los representantes de estas, lo 

que no se produjo en el presente caso, impidiendo que se resguarden sus derechos y 

costumbres tradicionales, además de que se pudieron establecer beneficios y medidas 

compensatorias por el uso de los recursos o tierras que les corresponda, de acuerdo a 

lo contemplado en dicho numeral. 

Marco legal internacional 

Los derechos indígenas han ido adquiriendo una especial relevancia en el marco 

internacional, pues distintos países han suscrito Declaraciones o Convenios que 

involucra su participación y protección hacia esta población en específico. Tomando 

en cuenta que son integrantes de colectivos con una especial situación de 

vulnerabilidad, por lo que su protección se convierte en una exigencia ante los 

sectores sociales dominantes, además de que, por razones históricas y principios 

morales y humanos, se configura como un compromiso para los Estados y la 

comunidad internacional (Iglesias, 2004). Es así que, en el presente acápite se indicará 

el marco internacional que reviste los derechos de los pueblos indígenas.  

El sistema de derechos humanos de las Naciones Unidas ha sido el que desarrolló 

Grupos de Trabajo sobre los pueblos indígenas de las Naciones Unidas, cuyas 

funciones son ocupadas ahora por el Consejo de Derechos Humanos y prestan 

colaboración con el Foro Permanente de las Naciones Unidad para las Cuestiones 

Indígena, cuyo principal logro en materia de derechos indígenas fue la aprobación en 
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el año 2007 por la Asamblea General de la Declaración de las Naciones Unidas sobre 

los derechos de los pueblos indígenas, en la que se hace la relación de los derechos 

humanos con los pueblos indígenas, lo que coadyuva a la reducción de brechas en su 

exclusión histórica del sistema jurídico internacional (Humanos, 2013).   

La “Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas 

por la Asamblea General de las Naciones Unidas”, la que aprobó este documento el 

13 de setiembre del año 2007, en el que se plasman normas mínimas en materia de 

reconocimiento, protección y promoción de estos derechos, orienta a los Estados y 

pueblos indígenas para elaborar políticas públicas y leyes que tienen incidencia en 

estos pueblos, atendiendo a sus reclamos. Los derechos a los que se refiere son los de 

libre determinación, refiriéndose a la vez a establecer libremente su condición política 

y perseguir su desarrollo económico, social y cultural, el ejercicio de este derecho 

complementa el de otros más como el de la autonomía de los pueblos en las cuestiones 

relacionadas con sus asuntos internos y locales, además de disponer medios para 

financiar sus funciones autónomas. Asimismo, se reconoce el derecho de los pueblos 

indígenas a sus tierras, territorios y recursos, incluyendo aquellos que han poseído 

tradicionalmente debido a la estrecha relación que mantienen con la tierra, que debe 

ser reconocida y comprendida como el pilar de sus culturas, vida espiritual, integridad 

y supervivencia económica, ya que, para los pueblos indígenas, constituyen elementos 

materiales y espirituales de los que deben gozar plenamente. 

El tan importante “Convenio de la Organización Internacional del Trabajo sobre 

Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independiente Nº 169”, que fue ratificado por 

el Perú tras la aprobación del Congreso Constituyente Democrático mediante la 

Resolución Legislativa No. 26253 de fecha 26 de noviembre de 1993 (Yrigoyen, El 

Convenio Num. 169 de la OIT y su aplicación en el Perú), que entró en vigor al año 

del registro de esta ratificación entrando en el ámbito internacional el día 2 de febrero 

de 1995. Conforme lo indica la Convención de Viena sobre el derecho de tratados en 

sus artículos 26 y 27, los Estados ratifican un tratado internacional y se obliga a 

cumplirlo de buena fe y sin excusas en su legislación interna (Yrigoyen, El convenio 

Num. 169 de la OIT y su aplicación en el Perú). En ese sentido, cuando el Perú ratifica 

el Convenio, de acuerdo al artículo 33, se obliga a ello y creando una normativa 

interna adecuada e implementación institucional mediante medidas correspondientes 

que vayan de la mano con los pueblos indígenas.   
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La cuarta disposición final y transitoria cuarta de la Constitución de 1993 indica que 

“las normas relativas a los derechos como identidad, diversidad cultural, tierras, 

autonomía organizativa, idiomas propios, representación política de comunidades y 

pueblos originarios, derecho consuetudinario y jurisdicción especial de comunidades 

campesinas, nativas y rondas campesinas, entre otros” (Yrigoyen), que deben ser 

interpretados a la luz del Convenio 169 de la OIT, en ese caso, la Ley 28736 debe ser 

leída de conformidad con este Convenio y lo que se estipula respecto a los derechos 

referidos, considerando la especial condición del aislamiento voluntario y el contacto 

inicial.  

En esa misma línea, se encuentra el “Pacto Internacional sobre Derechos Civiles y 

Políticos”, que fue adoptado por la Asamblea General el día 16 de diciembre de 1966, 

instrumento en el cual se aplican disposiciones sobre el derecho a la libre 

determinación, derechos de las personas pertenecientes a minorías a tener su propia 

vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma. 

El “Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Comité 

de Derechos Económicos, Sociales y Culturales”, incluye el derecho a la libre 

determinación que el comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales aplicó 

análogamente para los pueblos indígenas, como lo referido al empleo, familia, salud, 

alimentación educación y, especialmente, la cultura y el comité pide que los Estados 

reconozcan los derechos de estos pueblos para con sus tierras de propiedad comunal. 

Asimismo, se resaltan los aspectos comunales de la vida cultural de los pueblos 

indígenas y su importancia respecto las tierras ancestrales y la naturaleza (Yrigoyen, 

Los pueblos indígenas y el Sistema de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 

2013).  

“La Convención Internacional sobre la eliminación de todas las formas de 

discriminación racial” y el Comité para la eliminación de la discriminación racial, 

respecto a los pueblos indígenas, el Comité exhorta a los Estados a que garanticen que 

los miembros de los pueblos indígenas gocen de iguales derechos en cuanto a su 

participación efectiva en la vida pública y que no se adopten decisiones que impliquen 

sus derechos e intereses sin su consentimiento informado. Así como reconocer y 
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proteger los derechos de poseer, explotar, controlar y utilizar sus tierras, territorios y 

recursos comunales en casos en los que se les ha privado de sus tierras y territorios 

sin contar con el consentimiento libre e informado de dichos pueblos y cuando no sea 

posible devolvérselos, se sustituirá el derecho a la restitución por una justa y pronta 

indemnización que será en forma de tierras y territorios.  

“La Convención sobre los Derechos del Niño y el Comité de los Derechos del Niño”, 

es el único instrumento en el que se contempla a los niños indígenas, relacionados a 

sus libertades y educación para que asuma una vida responsable con espíritu amigable 

entre los pueblos. En sus recomendaciones sobre los niños indígenas alude al disfrute 

de su cultura y la relación que puede tener con modos de vida asociados al territorio 

y al uso de sus recursos, incluyendo a los niños para realizar las consultas con las 

comunidades indígenas.  

“La Convención contra la tortura” y el Comité contra la Tortura, lo que se plasma en 

la Observación general Nº 2 en el 2008, donde el Comité indica la obligación de los 

Estados para la adopción de medidas que impidan la tortura y malos tratos para 

proteger a personas y grupos vulnerables de la discriminación o marginación, 

contemplando la protección en este grupo a las poblaciones indígenas. 

“La Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático”, que fue 

adoptada en el año 1992, propone estabilizar las concentraciones de gases de efecto 

invernadero para impedir interferencias peligrosas provocadas por el hombre en el 

cambio climático adoptando estrategias de medidas de mitigación y adaptación. 

Asimismo, el “Acuerdo de París” en el año 2016 como primer acuerdo en el que se 

reconocen explícitamente los derechos humanos y derechos de los pueblos indígenas, 

se relaciona con la Convención referida, pues reconoce la preocupación del cambio 

climático, que debe guardar un estrecho respeto, promoción y considerar sus 

obligaciones en materia de derechos humanos, derecho a la salud y los derechos de 

los pueblos indígenas conforme se señala por la Oficina del Alto Comisionadas de las 

Naciones Unidas.  
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3.3 La seguridad jurídica de los contratos ley 

Los contratos materia del presente caso son los de exploración y explotación, los 

cuales fueron suscritos por las partes con un marco jurídico nacional e internacional 

aplicable a los mismos en aras de otorgarle la seguridad jurídica necesaria. Así, se 

cuenta con el artículo III del título Preliminar del Código Civil de 1984, que señala 

que la ley se aplica a consecuencias de las relaciones jurídicas existentes; es decir, 

aquella ley que se dicte tras haber celebrado el contrato, se aplicará a las 

consecuencias de esta nueva relación, ello en el marco de las grandes inversiones, se 

traducirá en que el Estado no podría modificar el marco legal vigente al celebrarlo 

solo para obtener mayores ventajas en su relación con el inversionista.  

Los contratos en cuestión se rigen por el derecho privado, por lo que no pueden ser 

modificados sin la existencia de la voluntad entre las partes y ante la necesidad de 

dotar de seguridad jurídica a los contratos cuya materia son grandes inversiones 

privadas, se les otorga el carácter de contratos ley, para que se conceda a los co-

contratantes una mayor predictibilidad y estabilidad en sus negocios, por lo que, de 

acuerdo a los autores José Daniel Amado y Luis Miranda Alzamora, “el contrato ley 

cumple con el fin de dotar seguridad jurídica a los inversionistas i) mediante la 

estabilización del marco legal aplicable a la relación jurídica patrimonial creada 

por el contrato; y, ii) mediante la modificación del marco legal aplicable a un 

contrato con el Estado del derecho administrativo al derecho civil” (Miranda). 

De acuerdo al artículo 1357 del código civil peruano, se establece que “por ley 

sustentada en razones de interés social, nacional o público, pueden establecerse 

garantías y seguridades otorgadas por el Estado mediante contrato”, por lo que se le 

considera una expresión del contrato ley, en virtud del cual el Estado le otorga 

garantías y seguridad a la relación contractual que ha establecido con un privado, no 

pudiendo modificarse sus términos sin que concurra la voluntad común de las partes, 

con concordancia con lo señalado en la Constitución Política del Perú en su artículo 

62, se tiene que a través de estos contratos ley, el Estado puede establecer las 

garantías y seguridades.  



 29 

En esa misma línea, existentes convenios de estabilidad jurídica que han sido 

incorporados al ordenamiento peruano por el Decreto Legislativo 662, denominada 

la ley de estabilidad jurídica a las inversiones extranjeras, cuya aplicación recae en 

las inversiones nacionales por el Decreto Legislativo 757, ley marco para la inversión 

privada, reglamentada por el Decreto Supremo 162-92-EF, los que son parte de la 

categoría de contratos ley, por lo que se otorga un régimen de estabilidad jurídica a 

los inversionistas reconociéndoseles garantías que aseguren la vigencia de las leyes 

o reglas establecidas, ello se refuerza con el artículo 39 del DL 757, pues determina

que los convenios de estabilidad jurídica tienen calidad de contratos con fuerza de 

ley, no pudiendo ser modificados pues son de carácter civil.  

En específico, en las actividades de hidrocarburos que se rigen por la Ley 26221, se 

indica en su artículo 12 que los contratos que el Estado celebre para realizar 

actividades de exploración y explotación de hidrocarburos, se regirán por el derecho 

privado, aplicándoseles los alcances del artículo 1357, entendiéndose así que estos 

contratos celebrados en el presente caso de investigación conforman el cuerpo 

normativo de los contratos ley.  

IV. PLANTEAMIENTO DE SOLUCIÓN A LA PROBLEMÁTICA: ¿Es

posible la suspensión de los contratos ante la superposición de territorios?

A lo largo del presente trabajo se ha sostenido la pregunta de si existe o no vulneración 

al derecho al territorio de las poblaciones indígenas en aislamiento voluntario de la 

propuesta de Reserva Territorial Napo Tigre, en relación a los contratos que 

concesionan los lotes 39 y 67, entendiéndose que, efectivamente, ocurre esta 

superposición de territorios entre ambos, lo que genera que el territorio de la propuesta 

de reserva se vea afectado por la operación de los contratos mencionados, los que, si 

bien cuentan con una específica seguridad jurídica, ello no significa que no sean 

ajenos de poder suspenderse, como pretendía indicar la defensa de las empresas.  

4.1 Experiencias identificadas en las actividades extractivas 
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Es así pues, que se toma como referencia el caso de la sentencia del “Parque Ichigkat 

Muja-Cordillera del Cóndor” (Wiener, CooperAcción, 2019), en donde las 

organizaciones que representan a los pueblos Awajún y Wampis demandaban que 

estos territorios ancestrales sean declarados como “zonas reservadas” y así proteger 

su hábitat y evitar la presencia de externos como las empresas extractivas en aras de 

crear el Parque en mención, para el que se había acordado en el año 2004, otorgarle 

un área de 152 873.76 hectáreas; sin embargo, en el año 2007, el Instituto Nacional 

de Recursos Naturales, INRENA, incumplió el acuerdo reduciendo el área a 88477 

hectáreas, contexto en el cual, el expresidente García establecía políticas bajo la lógica 

del “perro del hortelano”, refiriéndose a la relación de los pueblos indígenas con sus 

territorios tradicionales. Se otorgaron concesiones mineras y permisos para realizar 

actividades de exploración y explotación, para lo cual, empresas y terceros ingresaban 

al territorio ocasionando conflictos con las comunidades de la zona, como el caso de 

la minera Afrodita.  

Es menester recordar que proceso de consulta previa que se realizó para otorgarles el 

área indicada inicialmente era de cumplimiento obligatorio, pues forma parte del 

derecho a la consulta previa, incluso resaltado por el Tribunal Constitucional en la 

Sentencia Nº 00022-009-PI, el cual fue vulnerado por el Estado a través del INRENA. 

No obstante ello, se declaró la nulidad de las 111 concesiones mineras expedidas sin 

realizar la consulta previa, y autorizaciones otorgadas, además de ordenar medidas 

que reivindiquen los derechos de los pueblos afectados, pues el juez declaró nulos los 

actos administrativos que aprobaron la certificación ambiental, refiriéndose a los EIA, 

estudio de impacto ambiental, al advertir que con la aprobación de ello, se brindaba 

la posibilidad de explotación, dando plazos para llevarlo a cabo en los propios actos 

administrativos (Ruiz Juan Carlos, 2019). Asimismo, se declararon nulos los actos no 

consultados, en aplicación del artículo 10.1 de la Ley General de Procedimientos 

Administrativos, toda vez que violan derechos fundamentales3.  

En esa misma línea, el juez interpretó el artículo 15.2 del Convenio de la OIT, 

indicando que debe realizarse la consulta previa “antes de emprender o autorizar 

3 Ídem. Los autores ponen que esa declaración de nulidad pudo declararse, a su vez, 
en aplicación del artículo 55.2 del Código Procesal Constitucional indica que deberá 
declararse nulidad de los actos administrativos que violan derechos fundamentales, 
en concordancia con el último párrafo del artículo 31 de la Constitución.  



 31 

cualquier programa de prospección”, entendiéndose por ello, que se deberá aplicar 

dicho proceso incluso antes de otorgar la concesión, además de que el EIA debió ser 

consultado, pues este se realizó antes de otorgar la concesión. Por último, el caso en 

mención es relevante ante el pronunciamiento del juez respecto a la cancelación de 

las concesiones cuando se superponen a derechos prioritarios, lo que debe aplicarse 

conforme el artículo 64 del D.S Nº 014-92-EM, Texto Único Ordenado de la Ley 

General de Minería, afirmando que debe entenderse como derechos prioritarios de los 

pueblos indígenas el derecho a la vida, subsistencia, territorio y medio ambiente, no 

superponiendo estos ante los derechos concesionarios. 

En cuanto a actividades del sector hidrocarburífero, en el año 2014 se tiene el caso 

del Lote 116, en el que se interpuso demanda de amparo por Zebelio Kayap, de la 

Organización de Desarrollo de las Comunidades Fronterizas del Cenepa, 

representando a los pueblos indígenas Awajún y Wampis del distrito El Cenepa, 

contra el Ministerio de Energía y Minas, Perupetro y las empresas Maruel et Prom y 

Pacific Stratus Energy. En el año 2006, el Gobierno expidió el decreto supremo Nº 

066-2066-EM, autorizando a Perupetro la suscripción del contrato de licencia para la

exploración y explotación de hidrocarburos, y la resolución directoral Nº 283-2011-

MEM/AAE, la que aprueba el EIA y permite a la empresa Maruel et Prom que realice 

actividades de exploración en el lote, dicha actividades afectaría a las provincias del 

Datem del Marañón en Loreto, Bagua y Condorcanqui, en Amazonas, donde 73 

comunidades nativas Awajún y Wampis se verían perturbados.  

Dicha demanda versa por la no aplicación de la consulta previa, además de vulnerar 

los derechos al territorio, salud, identidad cultural y el medio ambiente ante el Cuarto 

Juzgado Constitucional de Lima, la que declara fundada la demanda, al igual que la 

Segunda Sala Civil, en segunda instancia, reconociéndose la violación de los derechos 

de los pueblos indígenas, ordenándose la suspensión de la vigencia del Decreto 

supremo Nº 066-2006 y la Resolución Directoral Nª 283-2011, y la suspensión de las 

actividades de exploración en el lote 116 hasta que se realice un proceso de consulta 

y realizar un nuevo estudio de impacto ambiental, el que deberá obtener el 

consentimiento de los pueblos indígenas afectados (IDL, s/a). 

Así pues, la relevancia de dicha sentencia radica en que se confirma que es posible la 

suspensión de los actos administrativos mediante los cuales se aprobaron los contratos 

para la realización de actividades, significando un impacto para las empresas y el 
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Ministerio de Energía y Minas, pues el Poder Judicial ordena que se suspendan las 

actividades del Lote 116, caso contrario, conllevaría la responsabilidad en los 

funcionarios competentes y la imposición de medidas coercitivas hacia estos. Se 

resalta el derecho a la consulta previa como un marco que protege los derechos a la 

vida, territorio y demás, reconociéndoseles a las poblaciones como víctimas de las 

violaciones a los derechos fundamentales; la sentencia reconoce que el EIA deberá 

ser consultados cuando les pueda afectar.  

Las situaciones descritas permiten dilucidar que estamos frente a conflicto de 

intereses por parte del Estado, lo que, de acuerdo a Ferrajoli, se trataría de una 

concentración de poderes generadas por los conflictos de intereses, por lo que indica 

separaciones que habría que instaurar en garantía del desinterés personal y de la 

independencia ante condicionamientos impropios de los poderes públicos, es decir, 

entre la esfera pública y privada. La primera es una esencial separación entre poderes 

políticos y económicos, para lo que se requiere un estricto sistema de 

incompatibilidades que sea capaz de impedir y sancionar, con dichas concentraciones 

de poderes, los conflictos de intereses y la prevalencia de los intereses privados de 

quien ostenta el poder público (Ferrajoli, 2011). Es por ello que, cuando ocurre la 

separación de poderes políticos y económicos se puede arribar a soluciones como las 

plasmadas en los dos casos paradigma mencionados en líneas anteriores, lo que se 

condice con lo indicado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los 

casos Sarayaku vs. Ecuador4 y Saramaka vs. Surinam5 al establecer como acciones a 

4 Se tiene lo indicado por la CIDH respecto al proceso de consulta: Las consultas a 
Pueblos indiǵenas deben realizarse a través de procedimientos culturalmente 
adecuados, es decir, en conformidad con sus propias tradiciones. Si bien no hay un 
único modelo de procedimiento apropiado, éste deberiá tener en cuenta las 
circunstancias nacionales y de los pueblos indiǵenas, asi ́ como contextualmente la 
naturaleza de las medidas consultadas. 
5 Asimismo, la corte IDH en el caso Saramaka vs. Surinam establece como una de sus 
reparaciones de la vulneración del derecho al territorio del pueblos Saramaka que, 
hastya que no se lleve a cabo la delimitación, demarcación u otorgamiento del título 
colectivo de su territorio, Surinam debe abstenerse de realizar actos que podrían dar 
lugar a que agentes del propio Estado o terceros, actuando con consentimiento o 
tolerancia del Estado, puedan afectar la existencia, valor, uso o goce del territorio al 
cual tienen derecho los integrantes del pueblo Saramaka, a menos que el Estado 
obtenga el consentimiento previo, libre e informado de dicho pueblo. Respecto de las 
concesiones ya otorgadas dentro del território tradicional Saramaka, el Estado debe 
revisarlas, a la luz de la presente Sentencia y la jurisprudencia de este Tribunal, con el 
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tomar por parte del Estado, una prevalencia de los derechos de los pueblos indígenas 

de las comunidades que versan en las demandas interpuestas, entre las que indican 

una forma adecuada de instaurar el proceso de consulta; y, que el Estado tome en 

cuenta lo indicado en su sentencia para reparar a la comunidades a partir de hacerse 

cargo del monto económico que recibiría por parte de la empresa y evaluación de 

suspensión de las concesiones otorgadas a empresas.  

fin de evaluar si es necesaria una modificación a lós derechos de los concesionarios 
para preservar la supervivencia del pueblo Saramaka. 
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 

A lo largo del presente trabajo se ha discutido la relevancia de los derechos de los 

pueblos indígenas en aislamiento y en contacto inicial, además de denotarse la 

afectación al derecho al territorio de los PIACI a través de la Propuesta de Reserva 

Territorial Napo tigre, ello ocurre con la superposición de territorios en la que se 

encuentran los lotes 39 y 67, que cuentan con las licencias para explorar y explotar, 

respectivamente, actividades económicas que resultan ampliamente beneficiosas para 

el país, empero, estas se realizan a costa de los derechos de los pueblos indígenas en 

el país, siendo el derecho a la consulta previa, una forma de coadyuvar a la protección 

de sus derechos ante posibles afectaciones a partir de alguna medida legislativa o 

administrativa que afecten sus derechos colectivos. 

A partir de lo indicado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los 

emblemáticos casos Sarayakyu vs. Ecuador y el de Saramaka vs. Surinam y de todo 

lo expuesto, se tiene en el presente informe que, se deberían suspender las actividades 

de exploración y explotación comprendidas en los contratos de licencia suscritos entre 

el Ministerio de Energía y Minas, Perupetro, Barrett Resources Perú Corporation y 

Repsol YPF en aras de aplicar una consulta con los procedimientos culturalmente 

adecuados de conformidad con sus tradiciones contando con los representantes de las 

poblaciones indígenas en contacto inicial; y, con la presencia de las asociaciones que 

velan por sus derechos como es el caso de AIDESEP para el caso de los pueblos 

indígenas en aislamiento voluntario; y, resultaría una reparación por parte del Estado 

el asumir la deuda económica con las empresas toda vez que a través de esta forma, 

podrán lograr la efectiva protección de los derechos de los PIACI, propuesta que 

debería ser evaluada por el Estado a la luz del presente informe jurídico para la 

creación de la Reserva Territorial Napo Tigre y lograr la efectiva protección de una 

población históricamente relegada, pero que merece toda la atención para garantizar 

sus derechos. 

Asimismo, el presente informe jurídico busca ser un incentivo para que el Estado 

Peruano y las asociaciones que trasladan la voz de los pueblos indígenas puedan tener 

en cuenta lo resuelto por las instancias jurídicas correspondientes, de forma tal que 

sea un caso para revisión y futura reparación de sus derechos vulnerados. Por último, 
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se recomienda la revisión y creación de la Reserva Territorial Napo Tigre teniendo en 

cuenta las recientes modificaciones a la Ley Nº 28736, la que es aplicable en la 

creación de estos espacios dirigidos para la protección de los PIACI, para lo cual, 

deberá ocurrir un estricto respeto a estos territorios por parte de las autoridades antes 

de autorizar el ingreso de terceros a las zonas toda vez que no se contemplan 

excepciones, en aras del resguardo de los derechos de la referida población, así como 

la delimitación y establecimiento de las zonas de amortiguamiento de las respectivas 

Reservas Territoriales; así como el cumplimiento de aplicar el derecho de Consulta 

Previa a cabalidad por parte del Estado, puesto que ello está contemplado en el 

Convenio Nº 169 de la Organización Internacional de Trabajo, instrumento 

internacional de especial relevancia para garantizar los derechos de los pueblos 

indígenas.  
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